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I. Introducción

Señala el canonista indiano Pedro Murillo Velarde que el juez ordinario es 
aquel que por su propio cargo y derecho ejerce jurisdicción, por razón del 
oficio que obtiene.1 Los orígenes de los corregidores y alcaldes mayores cas-
tellanos se remontan a mediados del siglo XIII, cuando después que se reunió 
bajo el cetro de Fernando III la corona de Castilla y la de León, los reinos de 
Toledo, Jaén, Córdoba, Sevilla y Marcia, su hijo, Alfonso X El Sabio, es el en-
cargado de llevar a cabo una reforma en el campo del derecho que permitirá 
diferenciar los órganos de gobierno de los judiciales; así crean ambas figuras 
corregidores y alcaldes mayores en el nivel provincial, como instituciones 
intermedias entre los locales y el rey. Estas disposiciones se encuentran pri-
meramente en el espéculo, en donde se distingue entre los alcaldes y jueces 
como las autoridades reales que pueden juzgar respecto de los merinos, al-
guaciles y otras justicias que deben cumplir lo juzgado. Esta distinción se 
mantendrá en Las Siete Partidas.2

*  Instituto de Investigaciones Jurídicas.
1  Murillo Velarde, Pedro S. J., Curso de Derecho Canónico hispano e indiano, México, trad. 

de Carrillo Cázares, Alberto et. al., El Colegio de Michoacán, Facultad de Derecho, UNAM, 
vol. I, Libro Primero, núm. 323, p. 397. Se trata de la traducción del Murillo Velarde, Petro, 
Cursus Iuris Canonici Hispani et Indici, 2 t., Editio Tertia, Matriti, In Typographia Ulloae a 
Ramone Ruiz, 1791.

2  García Gallo, Alfonso, “Alcaldes Mayores y Corregidores en Indias”, Estudios de histo-
ria del derecho indiano, III Congreso del Instituto Internacional de Historia del Derecho India-
no, Madrid, Instituto Nacional de Estudios Jurídicos, 1972, pp. 697, 702 y 703.
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A los jueces se les designó como alcaldes, incluyendo ya sea al que juzga 
conforme al fuero local (alcaldes foreros), como al que lo hace en la corte del 
rey (alcaldes de corte) o bien al que conoce de las apelaciones (alcaldes de 
alzadas).

En las Indias, entre 1544 y 1548 se promulgaron tres cuerpos normativos 
referentes a la administración de justicia en la Nueva España, que son las 
ordenanzas del visitador del virreinato Tello de Sandoval de 1544, las orde-
nanzas de la Audiencia de Nueva Galicia de 1548 y las ordenanzas del virrey 
Antonio de Mendoza de 1548.

Las ordenanzas de Tello de Sandoval de 1544 se dictaron no para la Real 
Audiencia de México, sino para regular la actuación de los alcaldes mayores 
y ordinarios, corregidores y alguaciles, escribanos y alcaldes. Regulaban el 
proceso de primera instancia, inspiradas en el derecho castellano.

En lo que se refiere a los alcaldes ordinarios, estos funcionarios pertene-
cían al cabildo, pero no al regimiento. Representaban la cabeza del cabildo.3 
En número de dos, de primero y segundo voto, estaban encargados de la ad-
ministración de justicia. Había diversos mecanismos para designarlos. En 
un inicio lo fueron por elección popular o bien por los regidores. También 
los adelantados podían nombrarlos, dependiendo de sus capitulaciones par-
ticulares. Más tarde, el sistema para elegirlos consistía en que los vecinos 
proponían a dos candidatos, el regimiento a otros dos y el gobernador, alcalde 
mayor, corregidor o sus lugartenientes a un quinto candidato. Los nombres 
de los posibles alcaldes se depositaban en un cántaro y se llamaba a un mu-
chacho cualquiera para que sacara los nombres de los dos nuevos alcaldes 
ordinarios. Finalmente, se optó por que el alférez real presentara una lista 
de candidatos al gobernador, quien, después de aprobarla o modificarla, la 
entregaba a los regidores para que éstos hicieran la elección.4 No podían ser 
reelectos hasta que hubieran transcurrido dos años después de haber termi-
nado su primer periodo.5

En cuanto a los requisitos para ser alcalde ordinario, se requería que es-
tuvieran arraigados en el lugar en donde ejercieran sus funciones, sin poder 
tener encomiendas o repartimientos de indios fuera de su asentamiento. Oca-

3  Molina Martinez, Miguel, El municipio en América. Aproximación a su desarrollo históri-
co, Unión Iberoamericana de Municipalistas, Granada, Adhara, 1996, p. 55.

4  Margadant, Guillermo Floris, “Los funcionarios municipales indianos hasta las reformas 
gaditanas”, en Memoria del IV Congreso de Historia del Derecho Mexicano, Beatriz Bernal 
(coord.), México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 1988, t. II, p. 704.

5  Bayle, Constantino, Los cabildos seculares en la América Española, Madrid, Sapientia, 
1952, p. 113.
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sionalmente, se exigía que uno de los alcaldes ordinarios fuera peninsular y 
el otro criollo. Cabe destacar que el oficio no fue vendible.

Como media para lograr la evangelización se crearon las “reducciones” o 
lugares en donde se invitó a los indios que no tenían residencia estable a fi-
jarla.6 En un inicio se consideró la conveniencia de conservar a los caciques, 
a los que se les reconocían derechos hereditarios. Durante el gobierno del 
virrey Antonio de Mendoza fueron nombrados gobernadores y alcaldes ordi-
narios para los pueblos indígenas y para mediados del siglo XVI ya existían 
cabildos en muchas de esas poblaciones. En la Real Cédula del 9 de octubre 
de 1549, dada para el Perú, se establecía que debían ser nombrados en los 
pueblos de indios y mediante elección de los vecinos alcaldes, regidores, al-
guaciles y otros oficiales, práctica que ya era seguida en ese entonces en la 
Nueva España.7

La Recopilación de leyes de los Reinos de las Indias de 1680 establecía 
que en los pueblos de menos de 80 indios y más de 40 debían existir un al-
calde y un regidor. En los de más de 80 casas, dos alcaldes y dos regidores, 
y en los pueblos mayores dos alcaldes y cuatro regidores, electos del mismo 
modo que en los pueblos de españoles.8 Sin embargo, afirma Miranda, en 
la Nueva España esta disposición no parece haber sido aplicada, pues para 
finales del siglo XVI la mayor parte de los pueblos indígenas tenían orga-
nizados ya sus cabildos con un número de alcaldes y regidores diferente 
del establecido en la Recopilación. En cuanto a su elección, no se siguió la 
forma española, sino mecanismos diversos basados en las costumbres in-
dígenas. La elección en general se llevaba a cabo ya sea mediante la elec-
ción restringida, en donde el derecho de voto se reconocía únicamente a un 
cierto grupo de nobles, principales o gobernantes, ancianos, macehuales, 
etcétera, o bien, mediante una elección abierta, en la que se concedía el de-
recho de voto a todos los vecinos.9 Además, estas elecciones se realizaban 
en presencia del cura o misionero y debían ser confirmadas por el goberna-

6  Ibidem, pp. 363 y 364.
7  Miranda, José, Las ideas y las instituciones políticas mexicanas, Primera parte (1521-

1820), México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 1978, p. 132. La Cédula dirigida 
a la Audiencia de los Reyes que manda que aviendolo platicado con los Prelados de las dichas 
provincias, ordenen lo que vieren que mas conviene fobre que fe pongan alcaldes de los natura-
les, disponible en: Encinas, t. IV, fol. 274.

8  Rec. Ind., lib. VI, tít. III, ley 15. Utilizamos la siguiente edición: Recopilación de Leyes 
de los Reynos de las Indias, mandadas imprimir y publicar por la Magestad Católica del Rey 
Don Carlos II, Nuestro Señor, Quarta Impresión, Madrid, Por la Viuda de D. Joaquín Ibarra, 
1791, 3 t.

9  Bayle, Constantino, Los cabildos seculares..., cit., p. 371.
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dor, corregidor o alcalde mayor del distrito.10 Los cargos concejiles en estos 
cabildos no eran vendibles.11

Los cabildos de españoles en la Nueva España estaban integrados de ma-
nera prácticamente idéntica a la de los peninsulares.12 Se conformaban en 
principio por las dos ramas de la gestión pública propia de los consejos: 
el regimiento o administración con a) los regidores y la justicia, con b) los 
alcaldes ordinarios. A estos hay que añadir c) el procurador general, que 
asistía a las juntas con voz pero sin voto. En el caso de capitales solía con-
formarse por 12 regidores, dos fieles ejecutores, dos jurados o alcaldes de 
barrio, dos jueces ejecutores, un mayordomo, un escribano del cabildo y un 
corredor de lonja.13 En cuanto a su regulación, las Ordenanzas hechas para 
los descubrimientos, nuevas poblaciones y pacificaciones, del 13 de julio de 
1573,14 ofrecen algunas disposiciones relativas a los miembros del consejo. 
En la Recopilación de leyes de los Reinos de las Indias de 1680 se esta-
blecen algunas de las disposiciones de la ordenanza de 1573.15 En el siglo 
XVIII destaca el Reglamento para el gobierno de la provincia de Californias, 
aprobado por S. M. en Real Orden de 24 de Octubre de 1781, elaborado por 
Felipe de Neve.16

II. La justicia ordinaria

La justicia ordinaria era la justicia local impartida por las autoridades en 
los negocios civiles o criminales a ellos sometidos, así como las materias no 
reservadas a los tribunales de justicia extraordinaria.17

10  Miranda, José, Las ideas..., cit., p. 133.
11  Bayle, Constantino, op. cit., p. 370.
12  Molina Martínez, Miguel, El municipio..., cit., p. 53.
13  Margadant, Guillermo Floris, “Los funcionarios...”, cit., p. 710.
14  Véase Solano, Francisco de, Cedulario de tierras. Compilación de legislación agraria 

colonial (1497-1820), México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 1984, p. 218, 
art. 43.

15  Rec. Ind. lib. IV, tít. VII, ley 4.
16  Véase “Reglamento para el gobierno de la provincia de Californias, aprobado por S. M. 

en Real Orden de 24 de Octubre de 1781, por Felipe de Zúñiga y Ontiveros, México, 1784”, 
en Neve, Felipe de, Reglamento para el gobierno de la provincia de California, 1781, Bernabéu 
Albert, Salvador (ed.), Madrid, Ayuntamiento de La Paz, Baja California Sur-ediciones Doce 
Calles, 1994, pp. 71-112. Véase también Margadant, Guillermo Floris, “Los funcionarios...”, 
op. cit., p. 688.

17  Soberanes, José Luis, “La administración superior de justicia en Nueva España”, Bo-
letín Mexicano de Derecho Comparado, México, año XIII, núm. 37, enero-abril, 1980, pp. 143 
y 144. El juicio es, según Hevia Bolaños “auto, que el Juez hace, discerniente en derecho 
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Los juicios podían ser ordinarios, extraordinarios y sumarios. El primero 
es aquel que procede mediante acción o acusación verdadera fundada en de-
recho y guardando el orden y las formas por él fijadas. El extraordinario es el 
que procede por comisión18 y no mediante acción, ni acusación verdadera. El 
sumario es aquel en el que se procede simplemente, de plano, sin estrépito, 
ni figura de juicio.19

El juicio se divide también en:

a)	 Civil: cuando trata de cuestiones que no tienen un origen criminal y 
son de carácter privado.

b)	 Criminal: cuando trata de crímenes que afectan a los intereses de la 
sociedad o del Estado.20

c)	 Mixto: según Hevia Bolaños, “cuando ni mere civil ni mere criminal 
se trata, sino entre uno, y otro, como quando se aplica pena á la parte, 
y al Fisco”.21

El juicio podía igualmente ser:

a)	 Definitivo: cuando se da en razón de la causa principal, absolviendo, 
condenando o proveyendo de tal manera que se pone fin a la causa.

b)	 Interlocutorio: es el que se da en el curso de la sustanciación de la 
causa principal hasta su resolución definitiva, resolviendo los inci-
dentes producidos durante él.

c)	 Mixto: éste se presenta cuando el interlocutorio tiene fuerza de defini-
tivo, interrumpiéndolo.22

Las facultades de justicia podrían variar de acuerdo con la autoridad local, 
de ahí que para el estudio de las facultades se dividan en a) gobernadores, 

entre las Partes, en razón de la causa que ante él se trata, con legítimo contradictor...”. Hevia 
Bolaños, Juan de, Curia Philipica, Madrid, Josef Doblado, 1783, p. 42.

18  González, Maria del Refugio y Lozano, Teresa, “El alcalde mayor o el corregidor como 
jueces”, Revista de la Facultad de Derecho de México, México, t. XXXV, núms. 142-143-144, 
julio-diciembre, 1985, p. 574.

19  Hevia Bolaños, Juan de, Curia Philipica..., cit., p. 43. Véase también Alcaraz y Castro, 
Isidoro, Breve instrucción del método, y práctica de los quatro juicios, civil ordinario, sumario 
de partición, executivo, y general de concurso de acreedores, 3a. ed., Madrid, En la Oficina de 
Antonio Fernández, 1781.

20  Idem.; González, Maria del Refugio y Lozano, Teresa, “El alcalde mayor...”, cit., pp. 574 
y 575.

21  Hevia Bolaños, Juan de, Curia Philipica, cit., p. 43.
22  Idem.
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b) corregidores y alcaldes mayores, c) alcaldes ordinarios y d) alcalde mayor 
indígena.

a)	 Gobernadores. Las facultades en materia de justicia de los goberna-
dores consistían, cuando actuaban como presidentes de la Real Au-
diencia, en asistir a los estrados a la vista de los pleitos e intervenir 
en aspectos administrativos de la Audiencia. Podían nombrar fiscales, 
relatores, escribanos de cámara, alguaciles mayores y porteros con 
carácter de interinos hasta el nombramiento por parte del monarca. 
Estaban encargados de vigilar la actuación de los oidores,23 así como 
de las cárceles. Podían asistir al acuerdo de justicia de las Audiencias 
sin derecho a voto, salvo en el caso de que fuera letrado. Durante las 
visitas podían administrar justicia de primera instancia a las partes 
agraviadas, mayormente en el caso de que éstas fueran indios, con 
intervención de su asesor letrado.
Los gobernadores conocían en primera instancia en los asuntos civiles 
y criminales, siempre que no hubiera conocido antes un alcalde ma-
yor u ordinario,24 en cuyo caso actuaban como jueces de apelación de 
tales asuntos. Su actuación en primera instancia se dio hasta que en 
1537 se le otorgó tal jurisdicción a los alcaldes ordinarios.25 En mate-
ria de justicia, de lo resuelto por los gobernadores en primera instan-
cia se podía apelar ante la Real Audiencia.26

Gozaban de facultades de justicia en las llamadas causas de gobierno 
y actuaban como juez de arribadas y en los asientos de negros.
Con la Ordenanza de intendentes se creó en las capitales de provincia 
un teniente asesor letrado, que sustituía en tal ciudad al gobernador 
en sus funciones judiciales.27

b)	 Corregidores y alcaldes mayores. Tuvieron jurisdicción civil y crimi-
nal de primera instancia en sus partidos,28 salvo cuando en el lugar 
había alcaldes ordinarios, de la Santa Hermandad o de la Acordada 
en asuntos criminales. Administraban justicia en nombre del rey y, en 
caso de que no fueran letrados, debían dictar sentencia con su ase-

23  Solórzano y Pereira, Juan de, Política Indiana, Amberes, Henrico y Cornelio Verdussen, 
1703, lib. V, cap. IV, núm. 51.

24  Ibidem., lib. V, cap. II, núm. 42.
25  Dougnac Rodríguez, Antonio, Manual..., cit., pp. 125 y 126.
26  Rec. Ind., lib. II, tít. XV, ley 34.
27  Sánchez Bella, Ismael et al., op. cit., p. 221.
28  Hevia Bolaños, Juan de, Curia Philipica, cit., p. 19.
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sor.29 Cuando en el partido del corregidor o alcalde mayor había un 
alcalde ordinario, a éste le competía la primera instancia civil y penal 
y a aquellos la jurisdicción superior.
En la Instrucción a los alcaldes y corregidores de Nueva España de 
1571 se establecía que conocerían de las causas no graves y de poca 
cuantía, que debían resolver breve y sumariamente sin forma de juicio.30

La jurisdicción de corregidores y alcaldes mayores no debía interferir 
con las jurisdicciones especiales o extraordinarias que se resolvían en 
sus propios órganos de justicia. La revisión de los fallos emitidos por 
estas autoridades en primera instancia podían ser revisados ante la 
Real Audiencia.31

Tocaba a los alcaldes ordinarios la supervisión del ejercicio judicial 
de los alcaldes ordinarios, si había cabildo de españoles en su juris-
dicción.32

c)	 Alcaldes ordinarios. La función principal de los alcaldes ordinarios 
era la administración de justicia en primera instancia. Ejercían su 
jurisdicción sobre la ciudad, la villa o el pueblo hasta el campo y 
pueblos vecinos que carecieran de cabildo.33 Podían conocer en pri-
mera instancia de todos los negocios, causas y asuntos que conocían 
el gobernador o su lugarteniente en materia civil y criminal. De sus 
sentencias conocía en apelación la Real Audiencia, el gobernador, 
corregidor, alcalde mayor o bien el ayuntamiento, cuando las causas 
eran menores de 60 mil maravedíes34 dependiendo de cada caso.35 
Conocían también en primera instancia de los pleitos de indios con 
españoles así como de los casos de Hermandad en donde no hubiera 
un alcalde de la Santa Hermandad.36

Al momento de suprimirse los tenientes de gobernador, alcaldes ma-
yores y corregidores con la Ordenanza de intendentes de 1786, los 
alcaldes ordinarios tuvieron la totalidad de la jurisdicción ordinaria 
en las ciudades que no eran capital de provincia.37

29  González, Maria del Refugio y Lozano, Teresa, “El alcalde mayor...”, cit., p. 567.
30  Instrucción a los alcaldes y corregidores de Nueva España..., cit., ordenanza IV, p. 247.
31  González, María del Refugio y Lozano, Teresa, “El alcalde mayor...”, cit., p. 573.
32  Rubio Mañé, José Ignacio, Introducción al estudio de los virreyes de Nueva España, 

1537-1746, México, UNAM, Instituto de Historia, 1959, t. I, p. 99.
33  Molina Martinez, Miguel, El municipio..., cit., p. 55.
34  Dougnac Rodríguez, Antonio Manual..., cit., p. 179.
35  Rec. Ind., lib. V, tít. II, ley 1.
36  Rec. Ind., lib. V, tít. II, leyes 16 y 18.
37  Sánchez Bella, Ismael et al., op. cit., p. 224.
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d)	 Alcalde mayor indígena. Presidía el municipio indígena con jurisdic-
ción civil y criminal. Era la autoridad inmediata superior a los alcal-
des ordinarios e inferior al corregidor español. Además, el alcalde 
mayor indígena administraba justicia en nombre del rey de manera 
sumaria y limitada jurisdiccionalmente.38 Además, debía visitar la 
cárcel cada sábado y despachar las causas de los presos.39

Cabe destacar que los gobernadores y alcaldes indígenas estaban 
exentos del pago de tributo, entre otras personas y grupos.40 Sin em-
bargo, a partir de la visita de Valderrama únicamente quedaron exen-
tos los caciques y sus hijos mayores.41 También en el caso de los vie-
jos, los enfermos, los ciegos y los tullidos, si eran pobres, sus mujeres 
eran consideradas como viudas y debían pagar medio tributo.
Estaban sujetos a juicio de residencia entre otros, además de virreyes, 
corregidores y alcaldes mayores y los alcaldes ordinarios.42 Recorde-
mos que la residencia constituía un freno a la actuación desmedida y 
los abusos de las autoridades indianas.

Con la Constitución de Cádiz de 1812, publicada en México el 30 de sep-
tiembre de ese año por el virrey José María Calleja, los ramos del gobierno 
indiano se modificaron profundamente. De 1812 a 1814 las Cortes ordina-
rias trabajaron hasta que Fernando VII, al regresar de su destierro, abolió 
la Constitución y puso fin al periodo conocido como el “bienio liberal”. Esto 
sucedió el 4 de mayo de 1814.

La materia judicial se reformó en 1815, con la aplicación del Reglamento 
de las Audiencias y Juzgados de Primera Instancia del 9 de octubre de 1812, 
en virtud del cual el territorio del Imperio Español quedaba dividido en los 
distritos judiciales de Aragón, Asturias, Buenos Aires, Canarias, Caracas, 
Cataluña, Cuba, Cuzco, Charcas, Chile, Extremadura, Galicia, Guatemala, 
Granada, Guadalajara, Lima, Madrid, Mallorca, Manila, México, Pamplona, 
Saltillo, Quito, Santa Fe de Bogotá, Sevilla, Valencia y Valladolid, al frente 
de los cuales habría una Audiencia. Las nuevas Audiencias eran las de Ma-
drid y Saltillo. Con el Reglamento quedaron suprimidas las diferencias entre 
oidor y alcalde de Casa y Corte, ya que todos recibieron la categoría de “ma-
gistrados”.

38  lbidem, p. 225.
39  Bayle, Constantino, Los cabildos seculares..., cit., p. 379.
40  Haring, Clarence H., El imperio español..., cit., p. 372.
41  Rec. Ind., lib. VI, tít. V, ley 18.
42  Rec. Ind., lib. V, tít. XV, leyes 7, 8, 10, 12, 13, 14, 15 y 16.
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La presidencia de las Audiencias pasó a ser del regente y se prohibió a los 
magistrados su intervención en asuntos de carácter administrativo, de acuer-
do con el principio de separación de poderes.

En cuanto a la administración de justicia inferior, se previó el sistema de 
jueces letrados y se dio jurisdicción a los alcaldes municipales. Habría un 
juez letrado de primera instancia al frente de cada partido judicial; en Indias 
correspondía a uno por cada cinco mil habitantes. Los alcaldes municipales 
estaban encargados de los asuntos estrictamente locales, de la conciliación y 
de los de urgente resolución.

La Ciudad de México se dividió en seis partidos judiciales; el virrey nom-
bró a los respectivos jueces de Primera Instancia, pero desaparecieron las 
demás jurisdicciones como el juzgado de provincia.43

En 1820, como consecuencia del levantamiento de Riego, Fernando VII se 
vio obligado a restablecer la vigencia de la Constitución de Cádiz, con lo que 
comenzó el trienio liberal; en consecuencia, se adoptó de nueva cuenta toda 
la Legislación de Cortes por decretos de 14 de febrero de 1826 y ley de 25 de 
mayo de 1837, fechas en las cuales México ya había alcanzado su indepen-
dencia, el 27 de septiembre de 1821.

III. Las virtudes del juez

En la Política Española de Fray Juan de Salazar se sostenía:44

Tres calidades quiere el Espíritu Santo que tenga el juez, para que ni el temor 
de perder la gracia del poderoso que le puede favorecer, ni el miedo de perder la 
vida, honra y hacienda, por ser muy validos los contra quienes se ha de juzgar, 
ni la codicia o interés temporal, ni el amor o afición al amigo, deudo, vecino y 
conocido suyo, ni el odio, aborrecimiento y pasión que tiene a su enemigo o al 
que lo es de su amigo, le corrompa ni estrague el justo y recto juicio que debe 
hacer. Estas son: temor de Dios, sabiduría, valor y pecho...

Por su parte, Lorenzo Guardiola y Sáez sostenía que “Poco importa que los 
Reyes y sus primeros Ministros sean justificados, santos y celosos en la recta 
administración de justicia... Mientras no se asegure la rectitud de los jueces 
inferiores, será inútil todo remedio...”.45

43  Ibidem, p. 37.
44  Salazar, Fr. Juan de, Política Española (Logroño, 1619), Herrero García, Miguel (ed.), 

Madrid,  Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 1997, p. 106.
45   Guardiola y Sáez, Lorenzo, El corregidor perfecto, y juez, Madrid, Imprenta y Librería de 

Alfonso López, 1785, pág. V.
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Este autor sostenía que las calidades que debían tener los corregidores, 
alcaldes y jueces, conforme a las leyes divinas y humanas:

Que sean de buen linaje, prefiriendo los nobles á los plebeyos en iguales cir-
cunstancias de virtud y ciencia: de buen entendimiento: de buenas razones y 
palabras: sufridos, no soberbios, ni vanderos: justicieros, esto es, amantes de la 
justicia, rectos y constantes en administrarla conforme á las leyes: firmes, esto 
es, fuertes y animosos, no pusilánimes ó de poco espíritu, aliento y brío para ha-
cer justicia á todos, y perseguir los malhechores: leales, de buena fama, sin codi-
cia, no avarientos ni amigos de dádivas, presentes ni cohechos: Sabios, pruden-
tes, veraces ó amantes de la verdad, y sobre todo temerosos de Dios, y del Rey.46

Otras cualidades que deben tener son: 47

1. Ser sobrios, esto es, moderados en el comer y el beber, para preservar el Co-
rregidor el alma de vicios, el cuerpo de enfermedades y la República de muchos 
daños. “Debiendo tener presente que el demasiado vino quita el juicio, las virtu-
des, la honra, la salud y las fuerzas del cuerpo y del entendimiento”.

2. Ser modestos, pues la modestia y la buena educación son virtudes her-
manas.

3. Ser agradables, benignos, cortés y afables, no altivos, feroces, descompues-
tos, crueles o sobradamente duros y severos con los súbditos.

4. Ser graves y mesurados, tanto en el gesto, pasos y palabras como en el aseo, 
adorno y compostura de su persona. Como dice el dicho “El vestido muestra el 
oficio”.

5. No ser muy habladores ni jactanciosos, pues al jactarse se deshonran y la 
alabanza ha de nacer de boca ajena.

6. No ser pomposos ni presuntuosos, persuadidos de que por su propia cien-
cia aciertan en todo y desechando los buenos consejos.

7. No ser noveleros, es decir, amigo de hacer novedades alterando los buenos 
usos y costumbres del pueblo.

8. No ser precipitados ni sobradamente remisos en sus determinaciones, pues 
la precipitación es madrastra del buen consejo y de la justicia. EL juez debe oir 
a ambas partes sin dejarse llevar por las primeras impresiones.

9. No deben ser fáciles ni sobradamente ingenuos, la credulidad trastorna 
el juicio y es madre del engaño, especialmente en los jueces porque los hace 
injustos, pertinaces, obstinados, imprudentes y desconsiderados. El juez debe 
entonces inquirir la verdad del juicio para administrar justicia adecuadamente.

10. Deben ser recatados y no sospechosos, es decir, no se debe fiar mucho de 
sus sospechas.

46   Ibidem, p. 81.
47   Ibidem, pp. 83 y ss.
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11. No deben ser duros ni maliciosos, pensando en que todos son malos, tam-
poco deben hacer profesión de ser astutos.

12. Deben ser castos, pues el amor lascivo pervierte el juicio, la razón y la 
justicia pues no cuida más que del objeto amado y es causa de muchas calami-
dades.

13. No deben ser dados a banquetes y convites, especialmente privados (si 
pudiendo ir a los de comunidad o cofradías), ni tener amistades estrechas ma-
yormente en los pueblos o parcialidades. En los convites se contrae mucha fa-
miliaridad y los hombre pierden el juicio con el beber, la gravedad con el hablar 
y la salud con el comer, cayendo en juegos y descomposturas. El Corregidor no 
debe tener amistad íntima con ninguno de su gobierno. EL juez para juzgar debe 
abstenerse del respeto de la amistad, porque los jueces gratifican a los que aman.

14. No deben ser orgullosos, austeros, ni muy tristes y melancólicos. Deben 
ser apacibles con los pacíficos y severos con los inquietos.

15. No deben ser extremados ni singulares en sus determinaciones haciendo 
solamente su voluntad dejándose llevar por el amor propio y la satisfacción de 
sí mismo.

16. Su principal intención, blanco y fin debe ser el bien común de la República.

Existía sin duda una preocupación por la buena imagen que debía tener el 
juez en la sociedad, resultado del ejercicio virtuoso de su tarea profesional. 
En el Catecismo de 1761 del Santo Concilio de Trento se manifestaba clara-
mente la preocupación por la actuación de los jueces. A propósito del séptimo 
mandamiento “No hurtarás” se consideraba que cometían rapiña los jueces 
interesados que “sobornados con dinero y regalos, trastornan las causas jus-
tas de los desvalidos y menesterosos...”.48

La prudencia sería un componente necesario para la tarea del juzgador 
dentro del entorno jurídico y social particularmente complejo como lo fue el 
indiano.49 La prudencia “templa el genio fogoso y aviva el lánguido, destierra 
la indolencia y la irreflexión, y conduce al magistrado a la equidad a través 
del laberinto de los negocios”.50

48  Catecismo del Santo Concilio de Trento para los Párrocos, ordenado por disposición de 
San Pío V, Zorita, Agustín (trad.), Madrid, en la Imprenta Real, 1785, p. 258. Interesante la 
distinción entre hurto y rapiña, sobre ello véase Cruz Barney, Oscar, “Notas sobre el concepto 
de rapiña según Domingo de Soto”, Anuario Mexicano de Historia del Derecho, México, núm. 
VII, 1995.

49  Duve, Thomas, “Algunas observaciones acerca del modus operandi y la prudencia del 
juez en el Derecho Canónico Indiano”, Revista de Historia del Derecho, Buenos Aires, núm. 
35, 2007, p. 226.

50  Rípodas Ardanaz, Daisy, “Los sermones cuaresmales a la Audiencia de Buenos Aires y 
su propuesta de Oidor ideal”, Revista Chilena de Historia del Derecho, Santiago de Chile, núm. 
12, 1986, pp. 267 y 268.
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Ahora bien, cabe destacar que para poder ser juez era necesario no estar 
impedido y por lo tanto no podían ser jueces “los furiosos, los dementes, 
los impúberes, los mudos, los sordos, los excomulgados, los infames, los 
siervos y las mujeres (a no ser que sean reinas, o princesas y, alguna vez, 
abadesas)”.51 Importante señalar que un ciego no podía ser hecho juez por 
primera vez, pero si adquiere la ceguera ya siendo juez puede continuar 
siéndolo.

1. El derecho castellano

Ya desde las Siete Partidas se aborda el tema de las virtudes necesarias 
para el juez. Los jueces debían tener muchas bondades:52

1) Primeramente ser de buen linaje “para aver verguença de non errar”.
2) Haber buen entendimiento, “para entender ayna que les razonaren ante 

ellos”.
3) Ser apuestos y sesudos para saber departir y juzgar derechamente.
4) De preferencia saber leer y escribir, para poder leerse a si mismos las car-

tas, las peticiones y las pesquisas, sin caer en manos de otro.
5) Conviene que sean bien razonados, “para saber monstrar las razones com-

plidamente ante ellos, quando los juyzios ovieren a dar”.
6) Que sean sofridos, “para non se quexar, ni se ensañar con las bozes de los 

querellosos, de manera que non ayan a dezir de palabra ni a fazer de fecho como 
contra ellos, que les este mal”.

7) Deben ser justicieros “para fazer a cada uno de los que vinieren a su juyzio, 
justicia e derecho”.

8) Deben ser firmes, de manera que no se desvíen del derecho ni de la verdad.
9) Han de ser muy leales, “de manera que sepan guardar todas estas cosas 

sobredichas”.
10) Que amen al Rey y guarden su señorío y todas sus cosas.

Concluye la ley de Partida estableciendo que “E quando los Juezes tales 
fueren, develos el Rey amar, e fiarse mucho en ellos, e fazerles mucho bien, 
e honrra. E quando de otra guisa lo fizieren, deven aver pena, segund el yerro 
que fuere”.

51  Murillo Velarde, Pedro S. J., Curso..., cit., vol. I, Libro Primero, p. 397.
52  Ley 18, Tít. 9, Part. 2. Utilizamos la siguiente edición: Las Siete Partidas, Glosadas 

por Alonso Díaz de Montalvo, Lyon de Francia, en la imprenta de Mateo Bonhome, 1550, 2 t., 
Cruz Barney, Oscar (intro.), México, Tribunal Superior de Justicia, Ilustre-Nacional Colegio de 
Abogados de México, 2010.
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Refiriéndose a los adelantados del rey que actuaban como jueces de alzada53 
respecto de las sentencias dictadas por los alcaldes, se establece que debían 
ser de gran linaje, muy leales, entendidos y sabedores.54 Las Partidas esta-
blecen que los Adelantados deben, para hacer las cosas bien, asesorarse de 
hombres conocedores de Fuero y de Derecho para que les aconsejen en temas 
dudosos.55 Se ordena que se acompañen de un escribano para escribir las razo-
nes de los pleitos.

Se aclara además que no deben ser vanderos ni soberbios. La soberbia es-
pantaría a la gente y por la vandería “mostraria, que quería el aver el poder por 
si, e non por el Rey”.

Las mismas Partidas establecen que si no es posible reunir todas las virtu-
des señaladas en el nombramiento de los jueces, cuando menos debían tener 
las siguientes:

1)	 Que sean leales.
2)	 Que tengan buena fama.
3)	 Que no sean codiciosos.
4)	 Que tengan sabiduría para juzgar los pleitos derechamente por su saber.
5)	 Que sean mansos y de buena palabra ante los que vinieren a ellos a 

juicio.
6)	 Que teman a Dios y a quien los pone.

La misma disposición pasaría al Ordenamiento de Alcalá de 1348.56

En la Nueva Recopilación de 1567 se establece que los jueces deben ser 
nombrados por el rey o por los señores, ciudades o villas que hubiesen ganado 
temporalmente esa potestad. Se repiten las virtudes ya señaladas en Las Siete 
Partidas (leales, de buena fama, sin codicia, con sabiduría, que sean mansos y 
de buena palabra a quienes vinieren ante ellos y que teman a Dios y a los Se-
ñores que los ponen y les dan oficio).57

La Nueva Recopilación incluiría además una disposición de los reyes católi-
cos en la que se señala que los juzgados y las alcaldías debían darse a personas 
hábiles y de buen entendimiento, temerosas de Dios, que gobiernen la Repú-
blica por justicia, razón y experiencia. Tales oficios deben darse a lo hombres 
virtuosos y discretos.58

53  Ley 22, Tít. 9, Part. 2. Cabe destacar que la figura de Adelantado del Rey corresponde a 
la de Corregidor. Bobadilla Lib. 1, Cap. 2, núm. 7 y 9.

54  Ley 19, Tít. 9, Part. 2
55  Ley 23, Tít. 9, Part. 2.
56  Ley 41, Tít. 32.
57  Nva. Rec., Ley I, Tít. 9, Lib. 3.
58  Nva. Rec., Ley 17, Tít. 3, Lib. 7.
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En el siglo XVIII, mediante Real Cédula de 29 de marzo de 1783, se esta-
bleció que debía examinarse a los alcaldes “...no solo de los estudios, grados 
y práctica forense que deben tener conforme á las Leyes, sino de sus costum-
bres, talentos y otras calidades necesarias para el Gobierno de los pueblos, 
tomando informes reservados de ello”.

La Novísima Recopilación de 1805 incluye una pragmática de los reyes 
católicos con las obligaciones y juramento que debían cumplir los corregi-
dores para ejercer su oficio.59 Se prohibía a los corregidores percibir o exigir 
más salario que el que les hubiere sido asignado en la carta de poder que lle-
varen. No podían recibir dádivas ni aceptar promesas de donación ellos o sus 
mujeres e hijos, por si o por otro, directa o indirectamente.

Respecto a las calidades que debían tener los corregidores, la Ley XV, Tít. 
XI, Lib. VII expresaba (a partir de disposiciones de 1520, 1523, 1525, 1528 
y 1579) que las personas a las que se fuera a nombrar Corregidores debían 
ser:

	— Hábiles y suficientes
	— Buena relación de sus vidas
	— Suficiencia y Méritos personales

Deberían además examinarse y aprobar el examen ante el Consejo de Castilla.

2. El derecho indiano

Las disposiciones indianas, además de mantener como derecho supletorio 
la regulación castellana señalada, establecieron un número destacable de 
normas que buscaron cuidar la selección de las justicias corregidores, alcal-
des mayores y alcaldes ordinarios

Para la Real Audiencia de México se ordenó y recopiló en el Cedulario de 
Vasco de Puga que debía preferirse en los nombramientos de corregidores a 
aquellas personas que en igualdad de condiciones con otros candidatos, tu-
viesen cédulas reales de recomendación.60

Una disposición fundamental para asegurar el adecuado comportamiento 
de los oidores de la Real Audiencia, su presidente y el fiscal consistió en 
prohibir que no ejerciere la abogacía ningún letrado que tuviese parentesco 

59  Nov. Rec., Ley III, Tít. XI, Lib. VII.
60  Provisiones, cédulas, instrucciones para el Gobierno de la Nueva España, por el Doctor 

Vasco de Puga, México, en casa de Pedro Ocharte, 1563, Cedula de 27 de octubre de 1535, 
Fol. 109. Citaremos como Cedulario de Vasco de Puga.
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con ellos. La Real Cédula expedida en Valladolid el 4 de septiembre de 1551 
prohibió que abogase ante la Real Audiencia de México ningún letrado que 
fuere padre, hijo, yerno, suegro, hermano o cuñado de las autoridades señala-
das. Lo anterior por los inconvenientes que solían resultar de dicho ejercicio 
profesional.61

Diego de Encinas en su Cedulario incluye diversas disposiciones que 
atienden a las características y virtudes de los corregidores y alcaldes ordi-
narios. El 26 de mayo de 1536 se ordenó que las personas que se eligieren 
como alcaldes ordinarios debían ser “honrados, hábiles y suficientes, saber 
leer y escribir, y tener las otras calidades que se requieren para el cargo”. Lo 
anterior debido a que se habían nombrado en la Isla de Cuba Alcaldes Ordi-
narios personas no convenientes para tales oficios.62

Para el Virreinato Peruano,63 mediante Cédula dirigida al virrey Conde de 
Nieva, se ordenó que se quitaren a sus titulares ciertos corregimientos que 
fueron asignados a sus criados y a otras personas que no tienen méritos, orde-
nando que se les tomase residencia. Se le recordó que conforme a las Leyes 
Nuevas de 1542, debían ser preferidos en los cargos de alcalde ordinario a 
los primeros conquistadores, y después de ellos a los pobladores casados, 
siendo personas hábiles para ello. En este sentido, las Leyes y Ordenanzas 
nuevamente hechas por Su Majestad, para la gobernación de las Indias y 
buen tratamiento y conservación de los Indios de 20 de noviembre de 1542 o 
Leyes Nuevas ordenaban en su Capítulo 32 que en los corregimientos y otros 
aprovechamientos de la tierra se prefiriese a los conquistadores y sus hijos, y 
después los pobladores y los suyos.64

La misma disposición se remitió mediante Real Cédula dirigida al Conse-
jo, Justicia y Regimiento de la Ciudad de México, en el sentido de que debían 
ser preferidos en los cargos de alcalde ordinario a los primeros conquista-

61  Cedulario de Vasco de Puga, Cédula del 4 de septiembre de 1551, fol. 127.
62  Cédula antigua que manda que las personas que se ovieren de elegir por alcaldes ordi-

narios sean honrados, hábiles y suficientes, y que sepan leer y escribir, Madrid, 26 de mayo de 
1536, en Encinas, Diego de, Cedulario indiano, edición facsimilar de la única de 1596, Ma-
drid, Ediciones de Cultura Hispánica, 1945, t. III, Fol. 28.

63   Cédula dirigida al Conde de Nieva que manda que quite luego ciertos corregimientos que 
proveyó en sus criados, y de los comissarios, y en otras personas que no tienen méritos, y provea 
que se les tome residencia, Madrid, 24 de diciembre de 1561, en Encinas, Diego de, Cedulario 
indiano, edición facsimilar de la única de 1596, Madrid, Ediciones de Cultura Hispánica, 
1945, t.III, Fol. 28.

64  Leyes y Ordenanzas nuevamente hechas por Su Majestad, para la gobernación de las In-
dias y buen tratamiento y conservación de los Indios de 20 de noviembre de 1542, en Encinas, 
Diego de, Cedulario indiano, edición facsimilar de la única de 1596, Madrid, Ediciones de 
Cultura Hispánica, 1945, t. II, Fols. 260-261.
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dores, y después de ellos a los pobladores casados, siendo personas hábiles 
para ello.65

Cabe destacar la prohibición general para las Indias establecida años des-
pués, en 1584, en el sentido de que los oficiales reales de Hacienda no po-
dían ejercer como alcaldes ordinarios de los pueblos donde residieren.66 Se 
denominaban oficiales reales al contador, el tesorero y el factor, mismos que 
tenían jurisdicción ordinaria y privativa en materia de Hacienda.67

La Recopilación de Leyes de los Reinos de las Indias de 1680 contendrá 
un buen número de disposiciones que atendían al nombramiento y caracte-
rísticas de los jueces indianos.

En 1530 se dispuso que todos los gobernadores, corregidores y alcaldes 
mayores nombrados por el rey debían jurar ante el Consejo de Indias que mi-
rarían por el bien, aumento y conservación de los indios, haciendo justicia a 
las partes, sin excepción de personas. El juramento incluía:68

	— Guardar y cumplir las leyes del Reino, cédulas y provisiones de su 
Magestad y las que se dieren para el buen gobierno de las Indias.

	— No hacer tratos ni contratos directa o por interpósita persona. Esta 
prohibición comprendía a gobernadores, corregidores, alcaldes ma-
yores y sus tenientes.69

	— No hacer concierto ni iguala con sus tenientes, Alguaciles u otros 
oficiales sobre sus salarios y derechos, que se les debían dejar li-
bremente.

	— No llevar ni consentir que sus oficiales perciban derechos en dema-
sía, dádivas o cohechos.

Es importante destacar la importancia del juramento en la sociedad no-
vohispana “en donde la ética del oficio estaba condicionada fundamental-

65  Cédula que manda que en la elección de los alcaldes ordinarios guarden lo proveydo y 
mandado en las Nuevas Leyes, de que sean preferidos los primeros conquistadores, y poblado-
res, y sus hijos, Madrid, 16 de diciembre de 1565, en Encinas, Diego de, Cedulario indiano, 
edición facsimilar de la única de 1596, Madrid, Ediciones de Cultura Hispánica, 1945, t. III, 
Fols. 28 y 29.

66  Cédula que manda que no puedan ser elegidos los oficiales Reales por alcaldes ordinarios, 
sino fuere aviendo mucha conveniencia en ello, Madrid, 6 de febrero de 1584, en Encinas, 
Diego de, Cedulario indiano, edición facsimilar de la única de 1596, Madrid, Ediciones de 
Cultura Hispánica, 1945, t. III, Fol. 29.

67  Murillo Velarde, Pedro S. J., Curso..., op. cit., vol. I, Libro Primero, p. 413.
68  Rec. Ind., Ley VII, Tít. II, Lib. V.
69  Rec. Ind., Ley XXXXVII, Tít. II, Lib. V.
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mente por la lealtad a Dios y al Rey... jurar es invocar directamente el 
nombre de Dios como testimonio de los compromisos que se adquirían por 
medio de la palabra dada”.70

Las autoridades con funciones jurisdiccionales tenían diversas prohibi-
ciones para asegurar si independencia y comportamiento ético:

De inicio se prohibió desde 1582 que los gobernadores, corregidores, 
alcaldes mayores y sus tenientes letrados pudiesen contraer matrimonio en 
donde ejercieren jurisdicción durante el tiempo que sirvieren sus oficios si 
no contaban con una licencia especial del rey, pena de privación de oficio y 
de no poder obtener ningún otro oficio en las Indias.71

Asimismo, se prohibía a los gobernadores y corregidores dar cargos ni 
ocupaciones de justicia a sus parientes por consanguineidad o afinidad 
dentro del cuarto grado sin especial licencia del Rey.72

Se combatió la obtención de ganancias ilícitas en los envíos de plata, oro 
y mercaderías remitidas por los ministros, gobernadores y corregidores al 
no proceder con la limpieza y desinterés necesarios en perjuicio de la Real 
Hacienda.73

A fin de mantener la decencia y autoridad de los gobernadores, se les or-
denó desde 1628 que vivieran en las Casas Reales, prohibiéndoles trocar la 
vivienda con los vecinos.74

Para los alcaldes ordinarios en particular, la Recopilación de Leyes de los 
Reinos de las Indias mantienen la disposición contenida en el Cedulario de 
Vasco de Puga del 26 de mayo de 1536 en el sentido de que debían ser “hon-
rados, hábiles y suficientes, saber leer y escribir, y tener las otras calidades 
que para tales oficios se requieren”.75

La disposición contenida en las Leyes Nuevas de 1542 en el sentido de 
que debían ser preferidos en los cargos de alcalde ordinario a los primeros 
conquistadores, y después de ellos a los pobladores casados siendo personas 
hábiles, para ello se repite en 1565 ajustando sus términos. Se habla no de 
conquistadores sino de primeros descubridores, pacificadores y pobladores 

70  Cárdenas, Salvador, “Estudio Introductorio”, en Moreno, Fray Gerónymo, Reglas ciertas, 
y precisamente necessarias para juezes, y ministros de justicia de las Indias y sus confesores, 2a. 
ed., Puebla, Por la Viuda de Miguel de Ortega y Bonilla, 1732, edición facsimilar, México, 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2005, p. XXXVI.

71  Rec. Ind., Ley XXXXIIII, Tít. II, Lib. V.
72  Rec. Ind., Ley XXXXV, Tít. II, Lib. V.
73  Rec. Ind., Ley XXXXVI, Tít. II, Lib. V.
74  Rec. Ind., Ley XXXXVIII, Tít. II, Lib. V.
75  Rec. Ind., Ley IIII, Tít. III, Lib. V.
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y a sus descendientes.76 Por otra parte, la disposición de 1584 contenida 
en el Cedulario de Diego de Encinas se repite en 1620 en el sentido de 
que los oficiales reales no podían, salvo en casos excepcionales, ser alcaldes 
ordinarios,77 tampoco podían serlo desde 1620 los deudores a la Real Ha-
cienda.78

En cuanto a los jueces superiores, las disposiciones para asegurar su co-
rrecto desempeño ético eran particularmente duras:

1. No podían los Oidores, Alcaldes del Crimen y Fiscales de las Rea-
les Audiencias tener casas propias para su vivienda o para alquilar, 
chacras, estancias, tierras, huertas, ni labrar casas ni tiendas en las 
ciudades donde residieren o fuera de ellas dentro del distrito de la 
Audiencia.79

2. Tenían prohibido ser padrinos de matrimonios o bautizos de personas 
de los distritos de su jurisdicción en cuyos pleitos fuesen o pudieren 
ser jueces, si bien lo tenían permitido unos respecto de otros.80

3. Estaba prohibido que visitaren a los vecinos o a cualquier persona 
en lo particular, tenga o no tenga, pueda o no pueda tener negocio o 
pleito.81

4. No podían acudir a desposorios, casamientos ni entierros en cuerpo de 
Audiencia ni alguno en particular, si no fuese en casos muy señalados 
y forzosos.82

5. No podían acudir a ninguna iglesia o convento donde hubiere fiesta, 
honras o entierro de ninguna persona, si no era en los días en que con-
currían en cuerpo de Audiencia a las fiestas de tabla o en casos muy 
señalados y forzosos.83

IV. La práctica procesal

En la práctica procesal indiana se sostenía que el magistrado es la “encar-
nación del propio monarca”, encargado de proteger sus derechos y los de sus 

76  Rec. Ind., Ley V, Tít. III, Lib. V.
77  Rec. Ind., Ley VI, Tít. III, Lib. V.
78  Rec. Ind., Ley VII, Tít. III, Lib. V.
79  Rec. Ind., Ley IV, Tít. XVI, Lib. II.
80  Rec. Ind., Ley XXXXVIII, Tít. XVI, Lib. II.
81  Rec. Ind., Ley XXXXVIIII, Tít. XVI, Lib. II.
82  Rec. Ind., Ley XXXXVIIII, Tít. XVI, Lib. II.
83  Rec. Ind., Ley L, Tít. XVI, Lib. II.
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súbditos, que ostenta carácter púbico, lo que lo reviste de decoro y digni-
dad.84 Para las partes “el juez debe ser sensato, honesto, prudente, celoso de 
su oficio, íntegro, ilustrado, imparcial”.85

El decoro, la dignidad, la autoridad para dirigir el proceso y corregir a los 
subalternos y la obediencia debida a sus mandatos son prerrogativas de los jue-
ces. El portar la vara de justicia es esencial para la configuración del honor y 
obsequio a la persona del juez.86

Para los litigantes (al menos en el foro bonaerense del siglo XVIII) la pri-
mera preocupación del juez debía ser oír en justicia, brindar una buena y 
rápida administración de justicia y actuar con asesor.87

Señala Rosa María Pugliese que de los expedientes judiciales en el Virrei-
nato del Río de la Plata se puede destacar, entre otros puntos:88

a)	 Se espera que los jueces sean sensatos, celosos de su función, ínte-
gros, imparciales y que encarnan la justicia.

b)	 Se espera de los jueces decoro y dignidad en el ejercicio de la judi-
catura.

1. Las Reglas para jueces y ministros de justicia de las Indias 
de Fray Jerónimo Moreno

En 1637 y reimpresa en 1732 se publican en México las Reglas ciertas, y 
precisamente necessarias para juezes, y ministros de justicia de las Indias 
y sus confesores de Fray Jerónimo Moreno, escritas para el foro de la zona 
de Oaxaca, México para finales del siglo XVI e inicios del XVII.89 Sabemos 
que el autor nació en Utrera hacia 1561 y después de cursar gramática estu-
dió artes con gran éxito, para pasar después a la Universidad de Salamanca 
previo noviciado y toma de los hábitos en San Pablo de Sevilla. Concluidos 

84  Pugliese La Valle, María Rosa, “La imagen del juez en el Virreinato del Río de la Plata”, 
en González Vales, Luis E. (coord.), XIII Congreso del Instituto Internacional de Historia del 
Derecho Indiano, Puerto Rico, Asamblea Legislativa de Puerto Rico, Historiador Oficial de 
Puerto Rico, 2003, t. I, p. 931.

85  Idem.
86  Ibidem, p. 932.
87  Ibidem, pp. 936-938.
88  Ibidem, p. 960.
89  Véase Moreno, Fray Gerónymo, Reglas ciertas, y precisamente necessarias para juezes, 

y ministros de justicia de las Indias y sus confesores, 2a. ed., Puebla, Por la Viuda de Miguel 
de Ortega y Bonilla, 1732. Existe una edición facsimilar publicada por la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación con un estudio introductorio de Salvador Cárdenas Gutiérrez.
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los estudios y ya ordenado sacerdote decide pasar como misionero a las 
Indias y llega a Oaxaca en 1595 para tiempo después tomar la cátedra de 
teología en el Convento de Santo Domingo por los siguientes siete años.90

Fray Jerónimo viajó por una corta temporada a su Convento en Sevilla 
para luego regresar a Oaxaca a ocupar diversos cargos en la provincia de San 
Hipólito, entre ellos el de Prior del Convento de Etla. Falleció el 3 de diciem-
bre de 1631 en el Convento de Santo Domingo de Oaxaca.91

Las Reglas de Fray Jerónimo Moreno92 estaban dirigidas a los jueces: 
corregidores y alcaldes mayores y a sus confesores, basadas en casos reales 
de abusos constantes sobre la población indígena. Se considera por ello que 
el fraile fue un luchador en contra de la corrupción en la Nueva España.93 
El autor enuncia reglas, ve casos concretos y enuncia reglas específicas en 
su trabajo.94 Su texto sería utilizado posteriormente por Alonso de la Peña 
Montenegro quien sostenía claramente que el juez que maltrataba a los in-
dios pecaba mortalmente, siendo la crueldad un vicio opuesto a la clemen-
cia y una aspereza de ánimo que sin piedad castiga con exceso la culpa del 
inferior.95

En el texto ofrece todo un catálogo de conductas deshonestas de alcaldes 
mayores y corregidores con los indios que son, las siguientes:96

1. Pagar a los indios por sus mercaderías y productos menos del valor 
justo.

2. Hacer a los indios pagar los hospedajes y viáticos de los ministros 
cuando estos con ocasión de sus granjerías tenían que viajar.

3. Hacer a los indios trabajar en sus granjerías sin pagarles.
4. Hacer a los indios trabajar en exceso.
5. Forzar a los indios a entregarles cosas como gallinas y pollos cada vez 

que acudían por justicia.

90  Mayagoitia, Alejandro, “Notas sobre las Reglas ciertas, y precisamente necessarias para 
juezes, y ministros... de Fray Jerónimo Moreno. O. P.”, Anuario Mexicano de Historia del Dere-
cho, México, núm. VIII, 1996, pp. 309-311.

91  Ibidem, p. 313.
92  Una descripción y la historia del texto en Mayagoitia, Alejandro, op. cit., pp. 310 y ss.
93  Cárdenas, Salvador, op. cit., pp. XIV y XV.
94  Ibidem, pp. 322.
95  Peña Montenegro, Alonso de la, Itinerario para Párrocos de Indios, en que se tratan las 

materias mas particulares tocantes a ellos para su buena Administración, Madrid, En la Oficina 
de Pedro Marin, 1771, Lib. II, Trat. I, Secc. III.

96  Reproducimos aquí la lectura que formula Alejandro Mayagoitia sobre el particular. 
Véase Mayagoitia, Alejandro, op. cit., pp. 327-329.
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6. Forzar a los indios bajo pena de cárcel a vender o a comprar incluso 
cosas que no necesitaban sin atender a su justo valor.

7. Alterar en sus tratos comerciales con los indios las pesas y medidas y 
finjir la calidad de los productos que les obligan a comprar.

8. Consentir que por causa de sus pillerías los indios principales abusa-
ren de los macehuales.

9. Realizar actividades monopolísticas sin privilegio especial del rey.
10. Hacer a los indios pagar alguna cantidad por cumplir su obligación, 

atemorizándoles con penas y mayores gastos si no se conciertan.
11. Abusar de los indios con ocasión de repartirlos para los servicios per-

sonales.

Destaca Alejandro Mayagoitia que está claro que un factor determinante 
de estas conductas era el miedo “compulsivo de impotencia” que causaban 
los jueces a los indios como ministros poderosos.97 “Por virtud del miedo gra-
ve que sufrían los indios en todos estos negocios, en el fuero externo, eran de 
los que debían de anularse, y en el de la conciencia, producían la obligación 
de restituir”.98

2. Las virtudes del juez 
en los sermones cuaresmales

En un conocido estudio de Daisy Rípodas Ardanaz acerca de los sermones 
pronunciados a los oidores en las Reales Audiencias indianas durante los 
días miércoles y viernes de cuaresma, en particular en la Real Audiencia de 
Buenos Aires, podemos destacar diversas virtudes y características de estos 
jueces superiores contemplados en dichos sermones, así se esperaba que los 
oidores fuesen fieles ministros de justicia, que procurasen conservar los de-
rechos de todos, mantenerlos en paz y darle a cada uno lo suyo.99

El cometido de los oidores debía ser el de ser útiles y propender a la 
prosperidad y felicidad de los pueblos de su jurisdicción. Debían tener “un 
caudal de ciencia suficiente para discernir lo justo de lo injusto y para sa-
car limpia la verdad de entre los lazos y cadenas de los sofismas y falsas 
interpretaciones”.100

97  Ibidem, p. 329.
98  Ibidem, p. 330.
99  Rípodas Ardanaz, Daisy, “Los sermones...”, cit., p. 267.

100  Idem.
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En cuanto a su vida privada los oidores debían ser, como todos los 
particulares:101

	— Irreprensibles
	— Moderados
	— Frugales en la mesa
	— Vestirse de manera honesta
	— Alejados de los placeres mundanos
	— Con dominio de las pasiones
	— Con oración constante y frecuencia de sacramentos.

Como oidores debían además:

	— Ser prudentes
	— Afables
	— Íntegros
	— Celosos de su deber
	— Huir de las tentaciones que suelen acecharles: soberbia, amor pro-

pio, avaricia y sensualidad.

Se consideraba que la afabilidad era particularmente importante pues in-
fundía a los miserables la confianza necesaria para acercarse a los oidores y 
plantear sus derechos.102

En sermones cuaresmales dichos en la Capilla Real de la Real Audiencia 
de Lima por el Jesuita José de Aguilar en la segunda mitad del siglo XVII, se 
destacan las siguientes virtudes:

	— Prudencia
	— Integridad
	— Afabilidad
	— Estrecha responsabilidad ante Dios por el desempeño del cargo.103

V. Las virtudes de los jueces eclesiásticos en la Nueva 
España: el III Concilio Provincial Mexicano

En el Tercer Concilio Provincial Mexicano de 1585 se trata del oficio de juez 
ordinario. Se estableció que todos los jueces eclesiásticos debían cuidar ante 

101  Idem.
102  Idem.
103  Ibidem, p. 272.
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todo y con el mayor esmero cumplir los deberes impuestos, debiendo con-
ducirse en todo momento con diligencia, integridad y rectitud. Habrían de 
proponerse en todas las cosas el honor de dios, buscar la utilidad común de los 
súbditos y dar a cada uno su derecho. Debían amparar y defender la jurisdic-
ción eclesiástica, la inmunidad de las iglesias y a sus ministros.104

Se prohibía a los jueces recibir dádivas de los litigantes o de aquellos que se 
creyese probable que habrían de litigar, por si o por sus familiares o consanguí-
neos, durante su oficio o después de haberlo ejercido. Esta prohibición incluía 
donaciones o regalos e inclusive cosas de comer.105 Si algo recibían en pago 
debían restituir el cuádruplo y ser castigados gravemente.106 Murillo Velarde 
sostiene que si dichos obsequios no se daban espontáneamente sino para librar 
a uno de alguna vejación, o como precio para administrar justicia, el juez no 
solamente pecaba gravemente sino que antes de emitir cualquier sentencia de-
bía restituirlos, aun cuando se le hubiesen dado por una sentencia justísima.107

Tampoco podían retener en su poder el dinero de las multas.108

Tenían la especial encomienda de impedir los pecados públicos: los juegos 
ilícitos, concubinatos, blasfemias, usuras y otros semejantes.109 Debían asimis-
mo revisar dos veces los autos antes de la sentencia definitiva en las causas 
civiles. La primera cuando se admitan a las partes a prueba y la segunda 
cuando se les entregue lo actuado para pronunciarse definitivamente.

VI. Conclusión

Preocupación constante fue la de la buena imagen del juez en las Indias y su 
responsabilidad ante Dios y ante quien le nombró.

Se trata de las virtudes tanto en la legislación como en la literatura jurí-
dica castellana e indiana. Guardiola y Sáez destaca las de buen linage, buen 
entendimiento, buenas razones y palabras, sufridos, no soberbios, amantes 
de la justicia, rectos y constantes en administrarla conforme a las leyes, fir-
mes, leales, de buena fama, sin codicia, no avarientos ni amigos de dádivas, 

104  Lib. I, Tít. VIII, Núm. II. Véase Galván Rivera, Mariano, Concilio III Provincial Mexicano, 
Celebrado en México en el año de 1585, confirmado en Roma por el Papa Sixto V, y mandado ob-
servar por el Gobierno Español, en diversas reales órdenes, México, Eugenio Maillefert y Compañía 
Editores, 1859.

105  Lib. I, Tít. VIII, Núm. IV.
106  Lib. I, Tít. VIII, Núm. XXXVII.
107  Murillo Velarde, Pedro S. J., Curso..., vol. I, Libro Primero, p. 419.
108  Lib. I, Tít. VIII, Núm. XI.
109  Lib. I, Tít. VIII, Núm. VIII.
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presentes ni cohechos, sabios, prudentes, amantes de la verdad, y sobre todo 
temerosos de Dios, y del rey.

Destaca el valor que se le da a la afabilidad, sobre todo en las Indias, por la 
relación con la población indígena.

Importantes las medidas para asegurarse de la buena conducta de los juzga-
dores, más rígidas que hoy en día.

VII. Bibliografía, hemerografía y fuentes

Bibliografía

Alcaraz y Castro, Isidoro, Breve instrucción del método, y práctica de los 
quatro juicios, civil ordinario, sumario de partición, executivo, y general de 
concurso de acreedores, 3a. ed., Madrid, En la Oficina de Antonio Fernán-
dez, 1781.

Bayle, Constantino, Los cabildos seculares en la América Española, Madrid, 
Sapientia, 1952.

Cárdenas, Salvador, “Estudio Introductorio”, en Moreno, Fray Gerónymo, 
Reglas ciertas, y precisamente necessarias para juezes, y ministros de justicia 
de las Indias y sus confesores, 2a. ed., Puebla, Por la Viuda de Miguel de 
Ortega y Bonilla, 1732, edición facsimilar, México, Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación, 2005.

Dougnac Rodríguez, Antonio, Manual de historia del derecho indiano, Mé-
xico, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 1994.

García Gallo, Alfonso, “Alcaldes Mayores y Corregidores en Indias”, Estu-
dios de historia del derecho indiano, III Congreso del Instituto Internacional 
de Historia del Derecho Indiano, Madrid, Instituto Nacional de Estudios 
Jurídicos, 1972.

Guardiola y Sáez, Lorenzo, El corregidor perfecto, y juez, Madrid, Imprenta 
y Librería de Alfonso López, 1785.

Hevia Bolaños, Juan de, Curia Philipica, Madrid, Josef Doblado, 1783.
Margadant, Guillermo Floris, “Los funcionarios municipales indianos hasta 

las reformas gaditanas”, en Bernal, Beatriz (coord.), Memoria del IV Con-
greso de Historia del Derecho Mexicano, México, 1988, t. II.

Miranda, José, Las ideas y las instituciones políticas mexicanas, Primera parte 
(1521-1820), México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 1978.

Molina Martínez, Miguel, El municipio en América. Aproximación a su 
desarrollo histórico, Granada, Unión Iberoamericana de Municipalistas-
Adhara, 1996.



29OSCAR CRUZ BARNEY

Moreno, Fray Geronymo, Reglas ciertas, y precisamente necessarias para 
juezes, y ministros de justicia de las Indias y sus confesores, 2a. ed., Puebla, 
Por la Viuda de Miguel de Ortega y Bonilla, 1732.

Murillo Velarde, Pedro S. J., Curso de Derecho Canónico hispano e in-
diano, México, Carrillo Cázares, Alberto et. al. (trads.), El Colegio de 
Michoacán-UNAM, Facultad de Derecho,  2004, vol. I.

Murillo Velarde, Petro, Cursus Iuris Canonici Hispani et Indici, Editio 
Tertia, Matriti, In Typographia Ulloae a Ramone Ruiz, 1791, t.I y t.II.

Peña Montenegro, Alonso de la, Itinerario para Párrocos de Indios, en que 
se tratan las materias mas particulares tocantes a ellos para su buena Ad-
ministración, Madrid, En la Oficina de Pedro Marin, 1771.

Pugliese La Valle, María Rosa, “La imagen del juez en el Virreinato del 
Río de la Plata”, en González Vales, Luis E. (coord.), XIII Congreso del 
Instituto Internacional de Historia del Derecho Indiano, Asamblea Legis-
lativa de Puerto Rico, Historiador Oficial de Puerto Rico, Puerto Rico, 
2003, t. I.

Rubio Mañé, José Ignacio, Introduccion al estudio de los virreyes de Nueva 
España, 1535-1746, México, Instituto de Historia, UNAM, 1959, t. I.

Salazar, Fr. Juan de, en Herrero García, Miguel (ed.), Política Española 
(Logroño, 1619), Madrid, Centro de Estudios Políticos y Constituciona-
les, 1997.

Sánchez Bella, Ismael et al., Historia del derecho indiano, Madrid, Mapfre, 
1992.

Solórzano y Pereira, Juan de, Política Indiana, Amberes, Henrico y Cor-
nelio Verdussen, 1703.

Hemerografía

Cruz Barney, Oscar, “Notas sobre el concepto de rapiña según Domingo de 
Soto”, Anuario Mexicano de Historia del Derecho, México, núm. VII, 1995.

Duve, Thomas, “Algunas observaciones acerca del modus operandi y la pru-
dencia del juez en el Derecho Canónico Indiano”, Revista de Historia del 
Derecho, Buenos Aires, Argentina, núm. 35, 2007.

González, Maria del Refugio y Lozano, Teresa, “El alcalde mayor o el corre-
gidor como jueces”, Revista de la Facultad de Derecho de México, UNAM, 
México, t. XXXV, núms. 142-143-144, julio-diciembre de 1985.

Mayagoitia, Alejandro, “Notas sobre las Reglas ciertas, y precisamente 
necessarias para juezes, y ministros ... de Fray Jerónimo Moreno O. P.”, 
Anuario Mexicano de Historia del Derecho, México, núm. VIII, 1996.



30 LAS VIRTUDES DEL JUEZ EN EL DERECHO INDIANO

Rípodas Ardanaz, Daisy, “Los sermones cuaresmales a la Audiencia de 
Buenos Aires y su propuesta de Oidor ideal”, Revista Chilena de Historia 
del Derecho, Santiago de Chile, núm. 12, 1986.

Soberanes, José Luis, “La administración superior de justicia en Nueva Es-
paña”, Boletín Mexicano de Derecho Comparado, México, núm. 37, enero-
abril de 1980.

Fuentes

Catecismo del Santo Concilio de Trento para los Párrocos, ordenado por dis-
posición de San Pío V, trad. fr. de Zorita, Agustín, Madrid, en la Imprenta 
Real, 1785.

Cédula antigua que manda que las personas que se ovieren de elegir por alcal-
des ordinarios sean honrados, hábiles y suficientes, y que sepan leer y escri-
bir, en Encinas, Diego de, Cedulario indiano, 26 de mayo de 1536, edición 
facsimilar de la única de 1596, Madrid, Ediciones de Cultura Hispánica, 
1945, t. III.

Cédula dirigida al Conde de Nieva que manda que quite luego ciertos corre-
gimientos que proveyó en sus criados, y de los comissarios, y en otras perso-
nas que no tienen méritos, y provea que se les tome residencia, Madrid, 24 
de diciembre de 1561, en Encinas, Diego de, Cedulario indiano, edición 
facsimilar de la única de 1596, Madrid, Ediciones de Cultura Hispánica, 
1945, t. III.

Cédula que manda que en la elección de los alcaldes ordinarios guarden lo 
proveydo y mandado en las Nuevas Leyes, de que sean preferidos los prime-
ros conquistadores, y pobladores, y sus hijos, Madrid, 16 de diciembre de 
1565, en Encinas, Diego de, Cedulario indiano, edición facsimilar de la 
única de 1596, Madrid, Ediciones de Cultura Hispánica, 1945, t. III.

Cédula que manda que no puedan ser elegidos los oficiales Reales por alcaldes 
ordinarios, sino fuere aviendo mucha conveniencia en ello, Madrid, 6 de 
febrero de 1584, en Encinas, Diego de, Cedulario indiano, edición facsi-
milar de la única de 1596, Madrid, Ediciones de Cultura Hispánica, 1945.

Galván Rivera, Mariano, Concilio III Provincial Mexicano, Celebrado en 
México en el año de 1585, confirmado en Roma por el Papa Sixto V, y man-
dado observar por el Gobierno Español, en diversas reales órdenes, México, 
Eugenio Maillefert y Compañía, Editores, 1859.

Las Siete Partidas, Glosadas por Alonso Díaz de Montalvo, Lyon de Francia, 
en la imprenta de Mateo Bonhome, 1550, 2 t., Cruz Barney, Oscar (in-
tro.), México, Tribunal Superior de Justicia, Ilustre y Nacional Colegio de 
Abogados de México, 2010.



31OSCAR CRUZ BARNEY

Leyes y Ordenanzas nuevamente hechas por Su Majestad, para la goberna-
ción de las Indias y buen tratamiento y conservación de los Indios de 20 
de noviembre de 1542, en Encinas, Diego de, Cedulario indiano, edición 
facsimilar de la única de 1596, Madrid, Ediciones de Cultura Hispánica, 
1945, t. II.

Provisiones, cédulas, instrucciones para el Gobierno de la Nueva España, por 
el Doctor Vasco de Puga, México, En casa de Pedro Ocharte, 1563.

Recopilación de Leyes de los Reynos de las Indias, mandadas imprimir y publi-
car por la Magestad Católica del Rey Don Carlos II, Nuestro Señor, Quarta 
Impresión, Madrid, Por la Viuda de D. Joaquín Ibarra, 1791, 3 tomos.

Reglamento para el gobierno de la provincia de Californias, aprobado por S. 
M. en Real Orden de 24 de Octubre de 1781, por Felipe de Zúñiga y Onti-
veros, México, 1784, publicado en Neve, Felipe de, Reglamento para el 
gobierno de la provincia de California, 1781, Bernabéu Albert, Salvador 
(ed.), ediciones Doce Calles, Ayuntamiento de La Paz, Baja California Sur, 
Madrid, 1994.

Solano, Francisco de, Cedulario de tierras. Compilación de legislación agra-
ria colonial (1497-1820), México, UNAM, Instituto de Investigaciones Ju-
rídicas, 1984.




